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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

 

DEMANDA 

Con fecha 19 de agosto de 2013, la señora Rose Marie Olin Dupont (en adelante, la 

“demandante”), interpuso demanda de prescripción adquisitiva de dominio, en la vía de 

Proceso Abreviado, contra la señora Katherine Garzón Salcedo (en adelante, la 

“demandada”) a fin de que se le declare propietaria, por haber operado la prescripción 

adquisitiva, del inmueble ubicado en el Jirón Callao N° 458, departamento N° 202, del 

distrito de Cercado de Lima y de la provincia y departamento de Lima, inscrito en la 

Partida Electrónica N° 40336990 del Registro de Propiedad Inmueble de Lima (en 

adelante, el “inmueble materia de litis”) y se cancele el Asiento Registral C00001 de 

dicha partida electrónica. 

 

Fundamentos de hecho 

La demandante fundamenta su demanda en atención a lo siguiente: 

 

 Que, la demandante adquirió el bien inmueble materia de litis del señor Nessim 

Mayo Garay mediante un contrato privado de compraventa de fecha 24 de julio 

del año 1990. 

 Que, la demandante extravió el referido contrato de compraventa, razón por la que 

no puede adjuntar el referido documento al presente proceso. 

 Que, la demandante al haber adquirido el derecho de propiedad sobre el bien 

inmueble materia de litis, viene ejerciendo durante más de veinte años la posesión 

del referido bien como propietario, ininterrumpida y continuamente. 

 Que, en razón del documento de compraventa privado, el demandante se inscribió 

como propietario ante la Municipalidad de Lima Metropolitana mediante la 

Declaración Jurada del año 1990. 

 Que, calificando como propietario, el demandante ha venido cumpliendo con su 

condición de contribuyente ante la Municipalidad de Lima de tal manera ha 

cumplido con pagar los impuestos prediales y arbitrios; asimismo, ha señalado 

como domicilio la ubicación del inmueble materia de litis para los diversos trámites 

personales y laborales; además, ha venido haciendo uso de telefonía fija en la 

dirección del inmueble en mención. 

 Que, por descuido el demandante nunca formalizó el derecho de propiedad que 

ostenta, razón por la que elevó a escritura pública su contrato ni mucho menos 



 

 

 

logró inscribir en Registros Públicos el contrato que le otorga derechos reales, en 

ese sentido el señor Nessim Mayo Garay mantuvo la titularidad registral del bien 

a su nombre. 

 Que, posteriormente el demandante tomó conocimiento que el anterior propietario 

habría transferido el derecho de propiedad a favor de la demandada, mediante la 

suscripción de la escritura pública del contrato de compraventa de fecha 28 de 

febrero de 2012 que incluso fue inscrita en Registros Públicos. 

 Que, la demandada al adquirir el bien inmueble materia de litis no ha actuado de 

buena fe, pues adquirió un bien inmueble sin verificar quién y por qué ostentaba 

la posesión del mismo. 

 Que, la posesión mantenida por la demandante ha sido como propietaria, pública, 

pacífica, continua y de buena fe. 

 

Fundamentos de derecho 

La demanda interpuesta se ampara en el siguiente dispositivo legal: 

 

 Código Civil; artículos 950 y 952. 

 Código Procesal Civil; artículo 505. 

 

Medios probatorios 

La demandante pretende acreditar los hechos expuestos en su demanda con los 

siguientes medios probatorios: 

 

 Copia Literal de la Partida Electrónica del bien inmueble materia de litis. 

 Plano de Ubicación realizado por arquitecto y visado por la Municipalidad de Lima 

Metropolitana, Plano Perimétrico realizado por arquitecto y visado por la 

Municipalidad de Lima Metropolitana y sus respectivas Memorias Descriptivas. 

 Copia Legalizada de la Declaración Jurada de Autovalúo y Determinación del 

Impuesto Predial de los años 1990, 1996, 2002, 2005 y 2010. 

 Copia Legalizada y Original de los recibos de caja expedidas por la Municipalidad 

de Lima Metropolitana por impuesto predial de los años 1992, 1996, 2002 y 2012. 

 Copia Legalizada y Original de los recibos de caja expedidos por la Municipalidad 

de Lima Metropolitana por arbitrios de los años 1996, 2002, 2010 y 2012. 

 Reporte de estado de cuenta de deuda de Arbitrios emitido por la Municipalidad 

de Lima del periodo 1996 hasta el 2012. 



 

 

 

 Copia Simple del Contrato de Afiliación con AFP Integral con la cual demuestra 

que utilizó desde el año 1993 y declaró como domicilio la dirección del bien 

inmueble materia de litis. 

 Ficha RUC de la demandante por la cual demuestra que consignó en la misma el 

domicilio del bien inmueble materia de litis. 

 Informe que deberá emitir la empresa Telefónica del Perú S.A.A. respecto de la 

demandante como abonada y/o titular en la dirección del bien materia de litis 

durante el periodo de 1996 hasta el 2010. 

 Declaraciones Testimoniales que deberán efectuar los vecinos. 

 Copia Literal del Título archivado de la partida del bien materia de litis. 

 

ADMISIÓN DE LA DEMANDA 

Mediante resolución N° 02 de fecha 26 de diciembre de 2013, el Juzgado procedió a 

resolver admitiendo a trámite la demanda interpuesta y corrió traslado para que la 

demandada se pronuncie en un plazo de diez días bajo apercibimiento de declarar su 

rebeldía. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

Con fecha 11 de junio de 2014, la demandada se apersona al proceso y presenta 

contestación de la demanda en base a los fundamentos fácticos y jurídicos siguientes: 

 

Fundamentos de hecho  

La demandada sustenta contestación en base a los siguientes argumentos: 

 

 Que, la demandada adquirió el bien materia de litis mediante escritura pública 

fedateada por Notaria. 

 Que, en el Código Civil no existe dispositivo normativo que prohíba la transferencia 

de bienes entre familiares. 

 Que, el contrato por el cual la demandada adquirió el bien materia de litis cumple 

con todos los requisitos 

 

Fundamentos de Derecho 

La demandada sustenta sus fundamentos en razón de los siguientes dispositivos 

normativos: 

 

 Código civil; artículo 950. 



 

 

 

 Código procesal civil, artículos 130, 442, 443 y 444. 

 

Medios probatorios 

La demandada pretende acreditar los hechos expuestos en su escrito de contestación 

de demanda con el siguiente medio probatorio: 

 

 Constancia de no adeudo al Impuesto Predial. 

 

SOLICITUD DE DECLARACIÓN DE REBELDÍA 

Mediante escrito de fecha 11 de julio de 2014, la demandante solicitó al Juzgado que 

declare rebelde a la demandada por no haber presentado su escrito de contestación con 

fecha anterior al plazo máximo que ostentaba. 

 

ADMISIÓN DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

Mediante Resolución N° 07 de fecha 23 de julio de 2014, el Juzgado tuvo por contestada 

la demanda y ofrecidos los medios probatorios. 

 

NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN N° 07 

Mediante Resolución N° 09 de fecha 30 de julio de 2014, el Juzgado declaró nula la 

Resolución N° 07 toda vez que en la misma se consignó erróneamente el plazo de 30 

días para la contestación de la demanda cuando el plazo correcto era de 10 días. 

 

IMPROCEDENCIA DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

Mediante Resolución N° 10 de fecha 30 de julio de 2014, el Juzgado, entre otros, declaró 

improcedente la contestación de la demanda por encontrarse incurso en 

extemporaneidad. En consecuencia, declaró en estado de rebeldía a la demandada. 

 

SÍNTESIS DEL AUTO DE SANEAMIENTO Y FIJACIÓN DE PUNTO 

CONTROVERTIDO 

Mediante Resolución N° 10 de fecha 30 de julio de 2014, el Juzgado declaró Saneado 

el Proceso. Mediante Resolución N° 11 de fecha 26 de agosto de 2014, el Juzgado 

procedió a fijar como punto controvertido: Determinar si la demandante viene poseyendo 

el inmueble materia de litis de manera continua, pacífica y pública desde el 24 de julio 

de 1990 para adquirir la propiedad por prescripción adquisitiva. 

 

ADMISIÓN DE MEDIOS PROBATORIOS 



 

 

 

Mediante la Resolución N° 11, el Juzgado admitió a trámite los medios probatorios 

documentales ofrecidos por la demandante, ya que eran pertinentes, útiles y se referían 

a los hechos que sustentan la controversia; admitió las declaraciones testimoniales 

ofrecidas por el demandante y ofició a Telefónica del Perú para que adjunte el medio 

probatorio 14. Asimismo, por haberse declarado rebelde a la demandante carece de 

objeto emitir pronunciamiento sobre sus medios probatorios. 

El Juzgado de oficio admitió el medio probatorio el informe que deberá emitir el 37° 

Juzgado Civil sobre un proceso de desalojo en curso de número de expediente 20400-

13. 

 

SENTENCIA EMITIDA POR EL DÉCIMO SEXTO JUZGADO ESPECIALIZADO EN LO 

CIVIL DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 

Mediante Resolución N° 20 de fecha 08 de setiembre de 2015, el Décimo Sexto Juzgado 

Especializado en lo Civil, resolvió lo siguiente: 

 Declaró INFUNDADA la demanda interpuesta por la demandante sobre 

prescripción adquisitiva de dominio. 

 

Los argumentos que motivaron la resolución fueron los siguientes: 

 Que, conforme a todos los medios probatorios ofrecidos por la parte demandante 

se verifica que la misma viene poseyendo el bien inmueble materia de litis desde 

el mes de enero del año 1993. 

 Que, la posesión mantenida por la demandante sobre el referido bien carece del 

requisito de pacificidad para que así opere la prescripción adquisitiva de dominio. 

 Que, la carencia del referido requisito se verifica en el proceso de desalojo que 

fue iniciado por la demandada contra la demandante en otra sede judicial. 

 Que, la demandante no cumple con todos los requisitos para que así se configure 

la prescripción adquisitiva de dominio, por ello corresponde rechazar la demanda 

interpuesta. 

 

Posteriormente, la demandante, al no encontrarse de acuerdo con lo resuelto en la 

Sentencia contenida en la Resolución N° 20 de fecha 08 de setiembre de 2015, presentó 

su recurso de apelación con la finalidad de que el Superior Jerárquico la revoque y 

declare infundada en su totalidad la demanda. 

 

RECURSO DE APELACIÓN  



 

 

 

Con fecha 01 de octubre de 2015, la demandante interpuso recurso de apelación contra 

la Sentencia contenida en la Resolución N° 20 de fecha 08 de setiembre de 2015, que 

declara INFUNDADA la demanda. 

  

Fundamentos de hecho 

Los argumentos fácticos del recurso de apelación son los siguientes: 

 

 Que, la demandante recién tomó conocimiento del proceso de desalojo 

interpuesto por la demandada en otra sede el mes de noviembre de 2013; sin 

embargo, la demanda que dio inicio al presente proceso fue interpuesta el mes de 

octubre de 2013, es decir, con fechar anterior al conocimiento del inicio del 

proceso de desalojo. 

 Que, la demandante al momento de iniciar el presente proceso no tenía 

conocimiento del proceso de desalojo, razón por la cual el requisito de pacificidad 

para la configuración de la prescripción adquisitiva de dominio se mantenía 

intacto. 

 Que, la demanda tiene como objetivo que se declare la prescripción adquisitiva de 

dominio desde que se tomó posesión en el año 1990, razón por la cual todos los 

requisitos deben cumplirse hasta el año 2000, siendo que el requisito de 

pacificidad recién se habría lesionado en el año 2013, no tendría asidero la 

consideración del Juzgado. 

 Que, la adquisición del derecho de propiedad mediante la prescripción adquisitiva 

sobre es de carácter de declarativa, de ese modo se adquiere el derecho de 

propiedad una vez configurado los requisitos que prescribe el 950. 

 

Fundamentación del Agravio 

El agravio causado contra el demandado y por el cual se interponer el presente recurso 

es el siguiente: 

 

 La naturaleza del agravio en el presente caso se debe a que la apelada incurre en 

error de hecho y de derecho, pues, vulnera el derecho al debido proceso y a la 

tutela jurisdiccional efectiva, así como también vulnera el derecho constitucional a 

la propiedad por cuanto la sentencia desestima injustamente la pretensión de la 

demandante. 

 



 

 

 

Mediante Resolución N° 21 de fecha 18 de noviembre de 2015, se concedió el recurso 

de apelación interpuesto por la demandante, otorgándosele con efecto suspensivo y 

ordenándose que se eleven los autos al superior jerárquico. 

 

RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA TERCERA SALA CIVIL DE LA CORTE SUPERIOR 

DE JUSTICIA DE LIMA. 

Mediante Sentencia contenida en la Resolución N° 03 de fecha 05 de junio de 2018, la 

Tercera Sala Civil resolvió lo siguiente: 

 REVOCAR la sentencia contenida en la resolución N° 20 de fecha 08 de setiembre 

de 2015 que declaró infundada la demanda y reformándola se declara fundada la 

demanda, en consecuencia, la demandante ha adquirido por prescripción 

adquisitiva el bien inmueble materia de litis 

 DISPONER la cancelación del dominio inscrito a favor de la demandada sobre la 

partida electrónica del bien materia de litis y la inscripción de la titularidad de la 

demandante. 

 

Los argumentos de la Resolución de vista fueron las siguientes: 

 Que, conforme a los documentos presentados el Juzgado ha determinado que la 

demandante viene poseyendo como propietario de manera pública, pacífica y 

continua el bien materia de litis desde el año 1993. 

 Que, si la posesión, conforme señala el Juzgado, fue desde el año 1993, para el 

año 2003 la demandante ya tenía por adquirido el derecho de propiedad sobre el 

bien materia de litis. 

 Que, que la demanda inició un proceso de desalojo contra la demandante en otra 

sede; sin embargo, el referido proceso, conforme ha señalado la jurisprudencia, a 

pesar de declararse fundada en nada afecta lo que se vaya a decidir en el presente 

proceso. 

 Que, al haber realizado indebidas consideraciones el Juzgado corresponde a la 

presente Sala Superior revocar la decisión del A Quo y, además, como se ha 

verificado la concurrencia de los requisitos para configura usucapión a favor de la 

demandante, corresponde declarar fundada la demanda. 

 

La demandada, al no encontrarse de acuerdo con lo resuelto por la Sala Superior, 

mediante escrito de fecha 13 de mayo de 2016, presentó su recurso extraordinario de 

Casación con la finalidad de que la Sala Suprema se pronuncie al respecto. 



 

 

 

 

RESOLUCIÓN SUPREMA, EMITIDA POR LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

Mediante Casación Civil N° 2149-2016-Lima, de fecha 04 de noviembre de 2016, la Sala 

Suprema resolvió: 

 Declarar IMPROCEDENTE el recurso de casación interpuesto por la parte 

demandante contra la sentencia de vista de fecha 19 de abril de 2016; 

DISPUSIERON la publicación de la presente resolución en el diario oficial “El 

Peruano”. 

 

Los fundamentos fueron los siguientes: 

 Que, el recurso de casación debe desestimarse en tanto el recurrente no ha 

cumplido con los requisitos de procedencia establecidos en los incisos 2 y 3 del 

artículo 388 del Código Procesal Civil al no haber descrito con claridad y precisión 

las infracciones normativas invocadas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

1. Si la posesión pacífica se interrumpió por el proceso de desalojo 

desarrollado en otra sede 

 

IDENTIFICACIÓN: 

 

La demandante ha iniciado el presente proceso de prescripción adquisitiva de 

dominio señalando que desde el 24 de marzo de 1990 adquirió el derecho de 

propiedad sobre el bien materia de litis; sin embargo, por negligencia suya 

extravió el contrato de compraventa que dio mérito a su derecho de propiedad e 

incluso no logró inscribir el referido derecho de propiedad a Registros Públicos 

como tampoco no elevó a escritura pública el contrato de compraventa. 

 

Al respecto, el Juzgado, en la sentencia, verificó que la prescripción adquisitiva 

de dominio sobre el bien inmueble materia de litis opera desde el año 1993 

conforme a los documentos adjuntos. Sin embargo, señaló que la demandada 

inició un proceso de desalojo en otra sede contra la demandante, razón por la 

cual no habría posesión pacífica, el cual es un elemento necesario para que se 

configure la prescripción, teniendo como decisión declarar infundada la demanda 

de prescripción. 

 

Diferente consideración expuso la Sala Superior, pues sostiene que el proceso 

de desalojo, aunque sea declarado fundado contra la demandante no afecta al 

presente proceso de prescripción adquisitiva de dominio. Asimismo, señaló que 

el proceso de desalojo fue iniciado el año 2013, siendo que la prescripción ya se 

habría configurado con fecha anterior, pues el mismo juzgado ha señalado que 

inició a operar la prescripción desde el año 1993, siendo que para el año 2003 ya 

tendría por adquirido el derecho de propiedad, mediante prescripción adquisitiva 

de dominio, la demandante. 

 

ANÁLISIS:  

 

En el presente proceso se está discutiendo una forma de adquirir la propiedad 

sobre un bien inmueble, de esta manera resulta necesario tener en consideración 

lo siguiente: 



 

 

 

 

La propiedad, cuya función (al igual que la de cualquier otro derecho real) 

es permitir que un sujeto de derechos pueda obtener un provecho, 

ventaja o utilidad (en suma, un "bien") a través de la realización de una 

amplia gama de comportamientos sobre una cosa (material o inmaterial), 

la titularidad o pertenencia no es otra cosa que la relación de 

correspondencia que une a un sujeto de derechos con un derecho 

subjetivo (o, mejor, con una situación jurídica subjetiva). Dicha relación le 

permite al sujeto de derechos "disponer", en el sentido más amplio, del 

derecho subjetivo que le corresponde. Así, por ser titular de un derecho 

subjetivo, el sujeto de derechos puede gravarlo, modificarlo, transferirlo 

o, incluso, extinguirlo (a través, por ejemplo, de un acto de renuncia). 

(Lessandri y Vodanik, 2001, Pág. 14) 

 

La demandante sostiene que habría adquirido el derecho de propiedad sobre el 

bien inmueble materia litis toda vez que se encontraría poseyendo el mismo de 

manera pública, pacífica, continua y como propietaria; sin embargo, extravió el 

contrato de compraventa privado. En razón de tales consideraciones, la 

demandante sostiene que se ha configurado la prescripción adquisitiva de 

dominio, también denominada usucapión, sobre el referido bien. Al respecto, los 

juristas conocidos como hermanos Mazeaud (1960) afirman que: 

 

La usucapión es, en primer lugar, un modo de adquisición originaria de la 

propiedad o de otro derecho real, mediante el control efectivo del bien de 

forma continua, pacífica y pública como propietario durante el plazo fijado 

en la ley. La usucapión representa un sano equilibrio entre la posesión 

efectiva sobre un bien y los excesivos formalismos que puede generar un 

título, al otorgar la propiedad a aquella persona que ha aprovechado el 

bien y generando riqueza social, privando de la misma a aquel que por 

su inacción y negligencia no la ha valorado. (Pág. 196) 

 

Además de los requisitos señalados en el precitado texto doctrinario, de 

conformidad con el artículo 950, también resulta necesario que la posesión se 

mantenga durante un periodo de 5 años con título justo y de buena fe o de 10 

años para que así se configure la prescripción adquisitiva de dominio. 

 



 

 

 

Al respecto, el Juzgado desestimó la pretensión contenida en la demanda toda 

vez que la posesión pacífica se había visto vulnerada por el proceso de desalojo 

interpuesto contra la demandante sobre el bien materia de análisis. En cuanto a 

la posesión pacífica la jurisprudencia ha señalado lo siguiente: 

 

“Se puede afirmar que la posesión pacífica debe ser entendida como 

aquella que se ejerce sin perturbación y aceptación de los demás 

integrantes de la sociedad; de ese modo, para tener por acreditada la 

pacificidad, se requiere que no exista ni siquiera violencia al inicio de la 

posesión y que el decurso posterior de la misma no solo se mantenga de 

manera no violenta sino también de modo no controvertido”. 

Casación N° 4112-2010-Lima, Diario Oficial El Peruano de fecha 14 

de junio de 2012. 

 

Cabe precisar que el proceso de desalojo iniciado por la demandada contra la 

demandante en otra sede comenzó en el año 2013 y que la demandante señaló 

que mantenía la posesión como propietario sobre el bien desde el año 1993, 

razón por la que habría que verificar si el proceso de desalojo en mención 

interrumpía o no la prescripción adquisitiva materia de análisis en el presente 

proceso. 

 

2. Si concurrieron todos los presupuestos para la configuración de 

prescripción adquisitiva de dominio 

 

IDENTIFICACIÓN: 

 

Como hemos mencionado previamente, en el presente proceso la demandante 

pretende adquirir el bien materia de litis mediante la prescripción adquisitiva de 

dominio, para ello se deben configurar todos los requisitos exigidos por el 

ordenamiento jurídico. 

 

En cuanto a ello, el Juzgado declaró infundada la demanda debido a que no se 

cumplió con el requisito de pacificidad; sin embargo, debemos señalar que el 

referido requisito ya se analizó en el anterior acápite, razón por la cual en el 

presente acápite únicamente desarrollaremos ligeramente. 

 



 

 

 

Por el contrario, la Sala señaló que corresponde amparar la demanda rechazando 

el análisis del Juzgado en parte, pues, verificó que no realizó una debida 

interpretación del artículo 950 del Código Civil. 

 

De esta manera tenemos que por un lado el Juzgado sostiene que no 

corresponde amparar la demanda mientras que la Sala Superior señala que sí 

debe ser amparado el derecho de la demandante. 

 

ANÁLISIS: 

 

La demandante pretende adquirir el bien materia de litis mediante un proceso de 

prescripción adquisitiva, siendo esto último conceptualizado por la jurisprudencia 

de la siguiente manera: 

 

“La prescripción adquisitiva de dominio también llamada usucapión es el 

modo de adquirir el dominio o los derechos reales por la posesión a título 

de dueño, y se sustenta en la posesión de un bien por un determinado 

lapso de tiempo, siempre que se cumpla con los requisitos exigidos por 

ley, esto es, que se trate de una posesión continua, pacífica y pública. 

Respecto a la prescripción adquisitiva ordinaria, sea de bienes muebles 

o inmuebles, necesita además de los requisitos de que la posesión sea 

continua, pacífica, pública y cómo propietario, dos requisitos especiales 

que son el justo título y la buena fe. En cuanto a la prescripción adquisitiva 

extraordinaria, este tipo de prescripción se da por la posesión 

ininterrumpida de algo, esto produce la adquisición del dominio. A 

diferencia de la ordinaria no se exige ni buena fe, ni justo título para llegar 

a la posesión. A cambio se exige un mayor plazo de tiempo de posesión 

ininterrumpida”. 

Casación N° 4927-2015-La Libertad, Diario Oficial El Peruano de 

fecha 07 de agosto de 2018. 

 

La citada jurisprudencia señala que no solo basta con que la demandante ostente 

la posesión del bien inmueble materia de litis, sino que resulta necesario cumplir 

con los requisitos exigidos por ley, razón por la que debemos tener en cuenta lo 

prescrito en el artículo 950 del Código Civil: 

 

 



 

 

 

“Artículo 950.- 

La propiedad inmueble se adquiere por prescripción mediante la posesión 

continua, pacífica y pública como propietario durante diez años. 

Se adquiere a los cinco años cuando median justo título y buena fe “. 

 

Cabe recordar que en el acápite 1 de la posición fundamentada de las cuestione 

materiales hemos tomado posición sobre el plazo de posesión que debe operar 

para el presente proceso de prescripción: posesión durante un periodo de 10 

años, lo que comúnmente es conocido por la doctrina como prescripción 

adquisitiva de dominio de mala fe o prescripción adquisitiva de dominio larga. 

 

De medular atención resulta que el poseedor que pretende adquirir un bien 

inmueble mediante prescripción adquisitiva de dominio haya actuado como 

propietario sobre el mismo, razón por la que la jurisprudencia disciplina lo 

siguiente: 

 

“No debe perderse de vista que uno de los requisitos exigidos por ley para 

que se produzca la prescripción adquisitiva es establecer si el 

demandante ha actuado con “animus domini”, el cual como elemento 

subjetivo se refiere a la intencionalidad de poseer el bien para sí, esto es, 

el comportarse como propietario.” 

Casación N° 3925-2014-LIMA. Diario Oficial El Peruano de fecha 23 

de mayo de 2017. 

 

En cuanto al tipo de prescripción que opera en el presente expediente debemos 

tener en cuenta, sobre los requisitos del artículo 950 del Código Civil, que la 

jurisprudencia ha señalado lo siguiente: 

 

“(…) frente a un requerimiento de prescripción adquisitiva larga cuyos 

requisitos son: La Posesión: Elemento primordial para la existencia de la 

usucapión. La misma no puede considerarse como existente, si la 

posesión no se realiza a título de propietario. Dicha posesión debe ser: 

1) Continua: Aquella que se presenta en el tiempo sin intermitencias ni 

lagunas. No se necesita, empero, que el poseedor haya estado en 

permanente contacto con el bien y basta que se haya comportado como 

lo hace un dueño cuidadoso y diligente, que realiza sobre el bien los 

diversos actos de goce de acuerdo con su particular naturaleza. La 



 

 

 

continuidad es la posesión del bien sin perturbaciones. Que, se ejercite 

sin solución de continuidad en el tiempo o habiendo tenido interrupciones, 

se recupere la posesión dentro del año de haber sido despojado de ella; 

esto significa que para la configuración de este requisito no solo debe 

tenerse en cuenta el factor tiempo sino que esta, la posesión, debe 

tenerse al momento de la interposición de la demanda, al constituir un 

presupuesto indispensable para la usucapión; 2) Que sea Pacífica: La 

posesión debe ser exenta de violencia física y moral. Ser pacífica significa 

que el poder de hecho sobre la cosa no se mantenga por la fuerza; por 

tanto, aun obtenida violentamente, pasa a haber posesión pacífica una 

vez que cesa la violencia que instauró el nuevo estado de cosas. La 

posesión del bien debe ser pacífica al momento de interponer la demanda 

de prescripción adquisitiva, esto es que la posesión no debió ser 

adquirida por la fuerza, que no se vea afectada por violencia y que no sea 

objetada judicialmente en su origen. Pierde el carácter pacífico cuando el 

poseedor es demandado en vía de acción reivindicatoria. No puede 

ampararse la demanda de prescripción si se ha demostrado que el 

accionante no viene ocupando el inmueble de litis en forma pacífica como 

propietario, lo que significa que debe transcurrir sin generar ningún 

conflicto con los derechos de los demás; y, 3) Posesión Pública: Se 

entiende que la prescripción adquisitiva, funciona a través de un hacer 

por parte del poseedor, es decir, porque este actúa sobre el bien como 

propietario, es más, al poseedor se le presume propietario; entonces no 

se entendería la validez de este principio si el poseedor actuara de forma 

clandestina. También se debe entender que para que sea válida la 

posesión, el propietario debe estar enterado de la misma y no accionar. 

La Posesión Pública nos dice, que es necesario reconocer que el 

requisito de que la posesión sea pública es plenamente lógico, porque lo 

que verdaderamente caracteriza el ejercicio del derecho de propiedad es 

su ejercicio público erga omnes”. 

Casación N° 602-2016-La Libertad. Diario Oficial El Peruano de fecha 

14 de mayo de 2019. 

 

Todos los requisitos expuestos deben concurrir para la configuración de 

adquisición de derecho de propiedad mediante la prescripción adquisitiva de 

dominio, conforme al Código Civil. Sin embargo, no es el único cuerpo normativo 

que exige requisitos para la configuración de la prescripción, pues el artículo 505 



 

 

 

del Código Procesal Civil requiere elementos adicionales para que la demanda 

prospere, de esta manera tenemos: 

 

“Artículo 505.-  

Además de lo dispuesto en los Artículos 424 y 425, la demanda debe 

cumplir con los siguientes requisitos adicionales: 

1. Se indicará en todo caso: el tiempo de la posesión del demandante y 

la de sus causantes; la fecha y forma de adquisición; la persona que, de 

ser el caso, tenga inscritos derechos sobre el bien; y, cuando 

corresponda, los nombres y lugar de notificación de los propietarios u 

ocupantes de los bienes colindantes. 

2. Se describirá el bien con la mayor exactitud posible. En caso de 

inmueble se acompañarán: planos de ubicación y perimétricos, así como 

descripción de las edificaciones existentes, suscritos por ingeniero o 

arquitecto colegiado y debidamente visados por la autoridad municipal o 

administrativa correspondiente, según la naturaleza del bien; y, cuando 

sea el caso, certificación municipal o administrativa sobre la persona que 

figura como propietaria o poseedora del bien. El Juez podrá, si lo 

considera necesario, exigir la presentación de los comprobantes de pago 

de los tributos que afecten al bien. 

3. Tratándose de bienes inscribibles en un registro público o privado, se 

acompañará, además, copia literal de los asientos respectivos de los 

últimos diez años, si se trata de inmuebles urbanos, o de cinco años si se 

trata de inmuebles rústicos o bienes muebles, o certificación que acredite 

que los bienes no se encuentran inscritos. 

4. Se ofrecerá necesariamente como prueba la declaración testimonial de 

no menos de tres ni más de seis personas, mayores de veinticinco años, 

sin perjuicio de los demás medios probatorios que se estime pertinentes. 

5. Tratándose de deslinde se ofrecerá como prueba, además, la 

inspección judicial del predio “. 

 

Resulta necesario mencionar que, al configurarse los requisitos expuestos en el 

Código Civil, la demandante adquiriría el derecho de propiedad mediante 

prescripción adquisitiva sobre el bien inmueble materia de litis. Al respecto, el 

distinguido jurista Hernández Gil (1987) sostiene lo siguiente: 

 



 

 

 

El efecto adquisitivo de la propiedad se produce ipso iure, de una manera 

automática. Esto es cierto en el sentido de que transcurrido el tiempo de 

la posesión y concurriendo los demás requisitos no es necesario nada 

más para que la usucapión se estime consumada. Ella misma funciona 

como modo de adquirir. (Pág. 24) 

 

Bajo la referida aseveración se tiene que la adquisición de un bien inmueble 

mediante prescripción adquisitiva no requiere de una sentencia que la declare 

como tal, sino que la adquisición se configura una vez cumplidos todos los 

requisitos. Asimismo, sobre los efectos de la prescripción adquisitiva de dominio, 

el profesor Avendaño (2015) sostiene que: 

 

El efecto retroactivo de la prescripción es una ficción.  Antes de cumplirse 

el plazo, el poseedor no es propietario. Recién cuando se cumple el plazo, 

se convierte en propietario. Si por el efecto retroactivo de la prescripción 

el poseedor se convierte en propietario desde que comenzó a poseer el 

bien, no cabe duda que dicho efecto crea la ficción de considerar al 

poseedor propietario cuando no lo era ni cuándo se había convertido en 

propietario. (Pág. 143) 

 

En virtud de los efectos de la prescripción adquisitiva para adquirir un bien 

inmueble, el jurista Ortega Piana (2018) ha señalado que: 

 

La declaración judicial relativa a la usucapión, referida en el primer 

párrafo del artículo 952° del Código Civil (quien adquiere un bien por 

prescripción puede entablar juicio para que se le declare propietario) no 

es constitutiva de derechos, sino que reconoce o declara la prescripción 

adquisitiva ya lograda (se pide que se declare lo ya adquirido) por el 

cumplimiento de los correspondientes requisitos legales. (Pág. 21) 

 

Así las cosas, tenemos que la sentencia por la cual se declarará fundada una 

demanda de prescripción adquisitiva de dominio únicamente lo que hace es 

reconocer un derecho, razón por la cual se sostiene que la sentencia de 

prescripción adquisitiva de dominio es de carácter declarativo y no constitutivo, 

pues no crear un derecho a favor de algún sujeto, sino únicamente reconoce el 

derecho de propiedad que el mismo ya adquirió por la configuración de los 

requisitos expuestos en el Código Civil. 



 

 

 

 

Por el carácter de sentencia declarativa de derechos de un proceso de 

prescripción adquisitiva de dominio, el jurista Monroy Palacios (2002) ha señalado 

lo siguiente: 

 

Las sentencias de mera declaración y las constitutivas mantienen una 

eficacia inmediata, en el sentido de que no requieren de una posterior 

fase de ejecución forzada para satisfacer jurídica y materialmente a las 

partes. En el peor de los casos, se deberá echar mano de actos de mero 

trámite (llamados de “ejecución impropia”), para concretar su eficacia 

(piénsese en la necesidad de que el contenido de la sentencia de divorcio 

o el de la prescripción adquisitiva se consignen en los registros públicos 

parar instaurar plenamente la situación jurídica verificada en la sentencia 

final). (Pág. 186) 

 

En esa misma línea, sobre la sentencia de la prescripción adquisitiva de dominio, 

la jurisprudencia nacional se ha pronunciado señalando lo siguiente: 

 

“La usucapión opera de pleno derecho, esto es que el derecho de 

propiedad respecto del inmueble poseído se adquiere por la posesión 

pacífica, continua, pública por el plazo previsto por ley, una vez cumplido 

dicho plazo, el derecho ya fue adquirido, siendo la sentencia a obtenerse 

dentro de un proceso sobre prescripción adquisitiva de dominio 

meramente declarativa y no constitutiva.”  

Casación N° 760-2013-San Martín. Diario Oficial El Peruano de fecha 

01 de febrero de 2016. 

 

 CUESTIONES PROCESALES 

 

1. Si debía declararse nula la resolución N° 09 

 

IDENTIFICACIÓN: 

 

En el presente proceso de prescripción adquisitiva de dominio, el Juzgado, 

mediante Resolución N° 07 resolvió tener por contestada la demanda, indicando 

en los considerandos que la demandada contaba con 30 días para contestar la 

demanda. 



 

 

 

 

La demandante, mediante escrito de fecha 11 de julio de 2014, solicitó que se 

declare rebelde a la demandada por encontrarse en extemporaneidad para 

presentar su escrito de contestación de demanda. 

 

El Juzgado, mediante Resolución N° 09 resolvió declarando nula la Resolución 

N° 07 por haberse incurrido en error in procedendo. 

 

ANÁLISIS: 

 

Para la declaración de nulidad de la resolución N° 07, se debe cumplir con lo 

establecido en el artículo 171 del Código Procesal Civil, el mismo que prescribe 

lo siguiente: 

 

“Artículo 171.- Principio de legalidad y trascendencia de la nulidad 

La nulidad se sanciona sólo por causa establecida en la ley. Sin embargo, 

puede declararse cuando el acto procesal careciera de los requisitos 

indispensables para la obtención de su finalidad. 

Cuando la ley prescribe formalidad determinada sin sanción de nulidad 

para la realización de un acto procesal, éste será válido si habiéndose 

realizado de otro modo, ha cumplido su propósito”. 

 

De esa manera tenemos que la nulidad es un mecanismo para extinguir el error 

cometido con anterioridad, pues, de esa manera se podrá cumplir con efectuar 

una tutela jurisdiccional efectiva, ya que seguir un proceso que ha configurado un 

error traerá consecuencias negativas para las partes procesales. Tal aseveración 

ha sido tomada de la conceptualización que Arrarte (1995) tiene sobre la 

herramienta nulidad procesal: “se trata de un recurso o remedio, excepcional, 

último, al que debe recurrirse sólo cuando el vicio no pueda sanearse de un modo 

distinto a la aplicación de la sanción, pero si hay otro camino transitable ésta debe 

desestimarse” (Pág. 134). 

 

Ahora bien, el Juzgado declaró nula la resolución N° 09 toda vez que considera 

que se cometió un error al consignar un plazo de 30 días para que la demandada 

proceda a contestar la demanda. 

 



 

 

 

No obstante, el presente proceso es uno de prescripción adquisitiva de dominio, 

razón por la cual resulta necesario remitirnos al Código Procesal Civil para así 

determinar con precisión cuánto es el plazo para contestar la demanda y, 

además, si existe algún mecanismo para ampliar el referido plazo o no. 

 

De esa manera nos remitimos al numeral 2 del artículo 486 del Código Procesal 

Civil que prescribe lo siguiente: 

 

“Artículo 486.-  

Se tramitan en proceso abreviado los siguientes asuntos contenciosos: 

(…) 

2. Título supletorio, prescripción adquisitiva y rectificación de áreas o 

linderos; 

(...)” 

 

Con ello verificamos que el presente proceso es uno de carácter abreviado, ahora 

bien, el plazo para contestar la demanda se encuentro prescrito en el numeral 5 

del artículo 491 del Código Civil: 

 

“Artículo 491.- 

Los plazos máximos aplicables a este proceso son: 

(…) 

5. Diez días para contestar la demanda y reconvenir. 

(…)” 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

 CUESTIONES MATERIALES 

 

1. Desde cuándo se computa el plazo para la prescripción adquisitiva de 

dominio 

 

Como hemos señalado el demandante ha iniciado el presente proceso para así 

adquirir el derecho de propiedad sobre la bien inmueble materia de litis. 

Ciertamente no basta con la interposición de la demanda para así obtener le 

derecho de propiedad, sino que debemos verificar la configuración de un conjunto 

de requisitos. Cabe resaltar que en el presente acápite únicamente analizaremos 

desde cuando se computa el plazo y en el siguiente acápite el resto de los 

presupuestos necesarios para configurar la prescripción adquisitiva de dominio. 

 

El demandante sostiene haber iniciado el cómputo de plazo desde el 24 de marzo 

de 1990; sin embargo, el Juzgado ha señalado que el cómputo se inicia recién 

desde el mes de enero 1993, posición también asumida por la Sala Superior. Lo 

cierto es que el Juzgado, a diferencia de la Sala Superior, ha declarado infundada 

la demanda por haberse lesionado el requisito de posesión pacífica. 

 

De esa manera, para dilucidar lo expuesto por el demandante y lo decidido tanto 

por el Juzgado como por la Sala Superior, resulta necesario verificar los medios 

probatorios adjuntos por el demandante y consignar con precisión la fecha de los 

documentos para así determinar desde cuando inicia el cómputo de plazo. 

Asimismo, precisar si dentro del referido periodo hubo alguna suspensión o 

interrupción del plazo. 

 

De la revisión del expediente, se verifica la Declaración Jurada de Inscripción 

ante la Municipalidad de Lima Metropolitana de fecha 22 de enero de 1993 

mediante la cual se consigna como contribuyen a la demandante respecto del 

bien inmueble materia de litis. 

 



 

 

 

Continuando con la revisión del expediente no se verifica algún documento con 

fecha anterior al referido para así iniciar el cómputo de plazo de posesión de la 

demandante en calidad de propietaria, razón por la que se debe tener por iniciado 

el plazo desde el 22 de enero de 1993. 

 

Ahora bien, no solo basta con acreditar el inicio de la posesión como propietaria 

a efectos de que la demandante adquiera el bien mediante prescripción 

adquisitiva de dominio, sino que el plazo debe ser de 5 o de 10 años. 

 

En el presente proceso no se ha indicado la existencia de algún título justo 

diferente al del contrato de compraventa de fecha 24 de marzo de 1990; sin 

embargo, el mismo no ha sido adjunto por haberse extraviado, razón por la cual 

no podemos tener en consideración el mismo. Bajo estas consideraciones el 

proceso de prescripción adquisitiva de dominio debe computarse con el plazo de 

10 años. 

 

Teniendo en cuenta los medios probatorios, se verifica que dentro del expediente 

obran diversos documentos por los cuales la demandante acreditar haber 

poseído el bien y haberse comportado como propietaria desde el 22 de febrero 

de 1993 hasta el año 2012; sin embargo, debemos precisar que la demandante 

únicamente debía acreditar haber poseído bien como propietaria hasta el 22 de 

febrero de 2003. 

 

En ese sentido, requiriéndose únicamente acreditar la posesión hasta el 22 de 

febrero de 2003 y habiéndose acreditado mantener la posesión durante un 

periodo mayor, tenemos que la demandante cumple con el plazo de 10 años, 

pues no cuenta con justo título. 

 

Seguidamente tenemos que el Juzgado sostiene que el plazo para adquirir el bien 

mediante prescripción adquisitiva de dominio se vio interrumpido debido a que la 

demandada, en otra sede, inició un proceso de desalojo, de tal manera que afectó 

el requisito de pacificidad. 

 

Al respecto, la demandante tomó conocimiento del proceso de desalojo el año 

2013, razón por la cual la posesión pacífica recién se habría visto interrumpida 

en el referido año; sin embargo, el plazo que interesa al presente proceso es 

dentro del periodo 22 de febrero de 1993 hasta el 22 de febrero de 2003. 



 

 

 

 

Finalmente, sobre el periodo que interesa a la demandante para adquirir el bien 

mediante prescripción adquisitiva de dominio debemos mencionar que no obra 

dentro del expediente algún documento que acredite que la pacificidad o algún 

otro requisito de la posesión de la demandante se hayan visto interrumpido o 

suspendido. 

 

2. Si concurrieron todos los presupuestos para la configuración de 

prescripción adquisitiva de dominio 

 

En el rubro análisis del presente acápite hemos indicado cuales son los requisitos 

necesarios sustanciales que deben concurrir para la configuración de la 

prescripción adquisitiva de dominio para que así la demandante pueda obtener 

una sentencia que declare su derecho de propiedad sobre el bien inmueble 

materia de litis; asimismo, debemos recodar que a efectos del presente proceso 

la demandante debe cumplir con los requisitos especiales exigidos en el código 

procesal civil. 

 

Tal cual como expone el artículo 950 del Código Civil, la demandante debe haber 

poseído el bien inmueble materia de litis como propietaria de manera continua, 

pública y pacífica; asimismo, si contaba con justo título y buena fe debió poseer 

el referido bien durante un periodo de 5 años, de no ser así debió mantener la 

posesión durante un periodo de 10 años. 

 

Debemos precisar que en el presente acápite no abordaremos el requisito de 

plazo, pues, como explicamos en el acápite anterior el plazo que corresponde 

poseer en el presente proceso es uno de 10 años porque la demandante, aunque 

señala un título: contrato de compraventa, no anexo documento por el cual 

justifica tener título justo y de buena fe. De ese modo, se determinó que 

efectivamente mantuvo la posesión del bien materia de litis por un periodo mayor 

al de 10 años. 

 

Ahora bien, la demandante alega haber mantenido posesión del bien inmueble 

materia de litis de manera continua, pública y pacífica como propietaria para que 

adquiera el derecho de propiedad mediante el presente proceso. 

 



 

 

 

Al respecto, de la revisión de los medios probatorios verificamos que anexa 

declaraciones juradas de impuesto predial por las cuales se tiene que estaría 

comportándose como propietaria toda vez que asume los costos que derivan 

gozar de un derecho de propiedad. 

 

Además, verificamos una declaración jurada de inscripción, mediante la cual 

indica que el anterior contribuyente sobre el bien materia de litis era el señor 

Nessim Mayo Garay y que la nueva contribuyente es la demandante, con lo cual 

también acredita comportarse como propietaria. 

 

También se verifica que la demandante ha anexado Copia de su Ficha RUC 

mediante la cual se observa que consigna como dirección la ubicación del 

inmueble materia de litis, con ello la demandante muestra que ha venido 

utilizando el referido inmueble como dirección ante la administración pública. 

Prueba de ello es que en la dirección del inmueble se le notificó a la demandante 

que se procedió a trabarle un embargo por algunas deudas. 

 

En cuanto a la posesión continua que la demandante debe haber venido 

ejerciendo sobre el bien inmueble materia de litis, tenemos que la demandante 

acredita que mantuvo posesión desde el 22 de febrero de 1993 hasta el año 2012 

sin interrupción alguna, siendo únicamente necesario que tal posesión solo se 

haya acreditado hasta el 22 de febrero de 2003, pues, la adquisición mediante 

prescripción adquisitiva es de pleno derecho. No obra en el expediente medio 

probatorio por el cual se desvirtúe la aseveración y acreditación del demandante, 

razón por la que se tiene por cumplido con el presente requisito. 

 

Respecto de la posesión pública, como hemos podido advertir la demandante 

tenía consignado como domicilio ante SUNAT la dirección del bien inmueble 

materia de litis, de esa manera el Sistema de Administración Tributaria trabó un 

embargo contra la demandante, es decir, la posesión de la demandante era de 

conocimiento de la administración pública. Asimismo, mediante las pruebas 

testimoniales se verifica que la demandante sí ha venido poseyendo el bien 

materia de litis de manera pública, pues también es de conocimiento de sus 

colindantes. Así las cosas, se tiene por cumplido el presente requisito. 

 

Sobre la posesión pacífica ya nos hemos pronunciado en el acápite anterior. No 

obstante, de los medios probatorios que obran en el expediente no se verifica que 



 

 

 

durante el periodo de 10 años mencionado la demandante haya tenido conflictos 

sobre la posesión del bien inmueble materia de litis. Cabe precisar que sí es cierto 

que la demandante tomó conocimiento de un proceso de desalojo en su contra 

en el año 2013; sin embargo, para esa fecha la demandante ya había adquirido 

el bien mediante prescripción adquisitiva de dominio el 22 de febrero de 2003. 

 

Lo anteriormente expuesto indica que los requisitos para la configuración de 

prescripción adquisitiva de dominio sí han concurrido, razón por la que la 

demandante ya sería propietaria del bien materia de litis; sin embargo, a efectos 

de que la demandante obtenga sentencia favorable que declare su derecho de 

propiedad, es decir, reconozca el derecho adquirido, la misma debe cumplir con 

los presupuestos establecidos en el artículo 505 del Código Procesal Civil. 

 

Así las cosas, debemos verificar si la demandante ha cumplido con indicar el 

tiempo de posesión, la fecha de adquisición, la forma de adquisición, el nombre 

de la persona que tenga inscrito derechos sobre el bien, describir con exactitud 

el bien y si es un bien inscribible deberá anexar copia literal del mismo. 

 

De ello tenemos que en el escrito de demanda se ha precisado que la 

demandante ha mantenido la posesión desde el 24 de marzo de 1990 hasta la 

fecha de interposición de la demanda, continuando con la misma; sin embargo, 

del análisis se verifica que solo ha acreditado mantener posesión sobre el bien 

desde el 22 de febrero de 1993. 

 

Asimismo, la demandante indicó que tomó posesión del bien en razón del 

contrato de compraventa suscrito con el anterior propietario el día 24 de marzo 

de 1990. También la demandante cumplió con adjuntar la partida registral del bien 

materia de litis en la cual se verifica que el anterior propietario fue su transferente 

no acreditado y la actual titular registral es la demandada. 

 

Finalmente se verifica que la demandante anexó Planos Perimétricos y de 

Ubicación con sus Memorias Descriptivas para describir con exactitud el bien 

inmueble materia de litis, con el visado correspondiente. Además, cumplió con 

anexar la copia literal de la partida del bien inmueble en controversia. 

 

 CUESTIONES PROCESALES 

 



 

 

 

1. Si debía declararse nula la Resolución N° 07 

 

Como hemos mencionado, el presente proceso es uno de prescripción adquisitiva 

de dominio, que califica como abreviado según el Código Procesal Civil, razón 

por la que el plazo regularmente para contestar la demanda será de 10 días, 

conforme al numeral 5 del artículo 491 del Código Procesal Civil. 

 

Mediante Resolución N° 07 el Juzgado resolvió tener por contestada la demanda 

señalando que la demandada tuvo un plazo de 30 días para contestar la misma, 

para ello se amparó en el inciso 5 del artículo 478. 

 

Sin embargo, al verificar el artículo 478 evidenciamos que el mismo regula los 

plazos para los procesos de conocimiento. El asunto controvertido se verifica aquí 

porque el presente proceso es de carácter abreviado y no de conocimiento, razón 

por la cual no corresponde aplicar el referido dispositivo normativo, sino el artículo 

491 del Código Procesal Civil. 

 

De esa manera, el Juzgado, al haberse remitido equívocamente al artículo 478 

del Código Procesal Civil, incurre en error razón por la cual, conforme al artículo 

171 del Código Procesal Civil, corresponde declarar nula la Resolución N° 07 por 

la cual se tuvo por contestada la demanda en razón de otorgar un plazo erróneo 

de 30 días a la demandada. 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

SENTENCIA EMITIDA POR EL JUZGADO 

 

El A Quo se ha pronunciado sobre la materia controvertida: proceso de 

prescripción adquisitiva de dominio, declarando infundada la demanda toda vez 

que no se ha cumplido con el requisito de posesión pacífica. Ello en razón de 

que el Juzgado, mediante la prueba de oficio, observó un proceso de desalojo 

interpuesto por la demandada contra la demandante en otra sede. 

 

Al respecto, la Casación 602-2016, citada en el acápite 2 de las cuestiones 

materiales, refiere que:” No puede ampararse la demanda de prescripción si se 

ha demostrado que el accionante no viene ocupando el inmueble de litis en forma 

pacífica como propietario, lo que significa que debe transcurrir sin generar ningún 



 

 

 

conflicto con los derechos de los demás”. El mismo requisito es exigido en el 

artículo 950 del Código Civil, como ya hemos señalado. 

 

Ahora bien, el proceso de desalojo iniciado por la demandada contra la 

demandante sobre el bien inmueble materia de litis fue de conocimiento de la 

demandante el año 2013, razón por la que, al momento de iniciar el presente 

proceso de prescripción adquisitiva de dominio, en el año 2013, no tuvo 

conocimiento del mismo, es decir, para ese entonces no se vulneró la posesión 

pacífica. 

 

En razón de ello, el análisis efectuado por el Juzgado carece de argumentos, 

pues, no ha reparado que la razón por la cual declaró infundada la demanda no 

se ha configurado en el presente proceso. 

 

Sin perjuicio de ello, el Juzgado señaló, en sus considerandos, que la 

demandante inició a poseer el bien desde el mes de enero de 1993. En ese 

sentido, la demandante ya había adquirido el bien inmueble materia de litis 

mediante la prescripción adquisitiva de dominio el mes de enero de 2003. Razón 

por la cual, la supuesta carencia del requisito: posesión pacífica para el 2013, no 

cuenta con objeto, pues, ya se tenía por configurada la prescripción, debido a 

que no resulta necesaria una sentencia para crear el derecho, sino únicamente 

para reconocer el mismo. 

 

Cabe precisar que, como hemos expuesto anteriormente, el plazo de la 

prescripción se computa desde el 22 de febrero de 1993 y no desde el mes de 

enero de 1993, pues ello se verifica en el medio probatorio: Declaración Jurada 

de Inscripción anexa a la presente demanda. No obstante, ello igualmente 

genera que las consideraciones y la decisión del Juzgado adolezcan de error. 

Razón por la cual no compartimos los argumentos ni mucho menos la decisión 

adoptada por el Juzgado. 

 

SENTENCIA EMITIDA POR LA SALA SUPERIOR 

 

Contrariamente a lo resuelto por el A Quo, el Ad Quem declara fundada la 

demanda, indicando que, si la demandante acreditó que inició a tomar posesión 

desde el mes de enero de 1993, entonces para el mes de enero de 2003 la 

misma ya adquirió el derecho de propiedad sobre el mismo, razón por la que la 



 

 

 

supuesta lesión contra la posesión pacífica mediante el proceso de desalojo 

sobre el bien materia de litis no tendría objeto. 

 

Así las cosas, tenemos que la Sala Superior sí verificó la concurrencia de todos 

los requisitos dispuestos en el artículo 950 del Código Civil, es decir, tuvo por 

acreditado que la demandante poseyó como propietario de manera pública, 

pacífica y continua durante un periodo de 10 años, incluso más. 

 

En cuanto al carácter de poseedora como propietaria, la demandante logró 

acreditar mediante los diversos medios probatorios que en los acápites 

anteriores se han expuesto. 

 

Respecto de la posesión pública tenemos que la demandante no mantuvo 

secreta su posesión e incluso se mostró ante la administración pública. En 

cuando a la posesión pacífica tenemos que no hubo algún acto por el cual se ha 

generado controversia sobre la posesión del bien materia de litis dentro del 

periodo enero de 1993 y enero de 2003. Sobre la posesión continua tenemos 

que la demandante ha señalado mantener una posesión ininterrumpida, 

situación que no se ha logrado desacreditar en el presente proceso. 

 

Si bien la posesión pacífica resulta no configurada para el Juzgado, la Sala 

Superior sí la tiene como tal. Ello debido a que el proceso de desalojo se da en 

un periodo posterior al cual la demandante ya había adquirido el derecho de 

propiedad sobre el bien materia de litis mediante la prescripción adquisitiva de 

dominio; además, porque la demandante tomó conocimiento del proceso de 

desalojo con fecha posterior al inicio del presente proceso de prescripción. 

 

De ese modo, la posesión pacífica no se había visto por alterada, por otro lado, 

la Sala Superior asume el mismo periodo consignado por el Juzgado, siendo 

erróneo ya que el plazo se computa desde el 22 de febrero de 1993. 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

- La Resolución N° 07 incurre en causal de nulidad, razón por la que es correcta 

su declaración como tal, toda vez que asigna el plazo de 30 días al proceso 

abreviado, cuando el correcto era de 10 días. 

- Mediante los medios probatorios la demandante logró acreditar que mantuvo la 

posesión del bien materia de litis en calidad de propietaria. 

- Dentro del periodo suficiente para que la demandante haya adquirido el bien 

materia de litis mediante prescripción adquisitiva de dominio no se vio 

interrumpido o suspendido el requisito de posesión pacífica. 

- La demandante logró acreditar que mantenía la posesión del bien materia de 

litis desde el 22 de febrero de 1993 y no desde el 24 de marzo de 1990 ni mucho 

menos desde el mes de enero de 1993. 

- El plazo que correspondía aplicar en el presente proceso abreviado de 

prescripción adquisitiva de dominio era el de 10 años toda vez que no hubo título 

justo que acredite la posesión, en razón de ello tampoco se pudo analizar si el 

referido título se había obtenido de buena fe. 

- En el presente proceso la demandante sí cumplió con acreditar que mantenía 

la posesión del bien inmueble materia de litis como propietaria de manera 

pública, pacífica y continua durante un periodo de 10 años, incluso más. 

- También la demandante cumplió con los requisitos exigidos en el artículo 505 

del Código Procesal Civil al momento de interponer la presente demanda. 

- No me encuentro de acuerdo con la totalidad de la Sentencia emitida por el 

Juzgado toda vez que declara infundada la demanda señalando que no se 

cumplió con el requisito de posesión pacífica. 

- Sí me encuentro de acuerdo con la Sentencia de la Sala Superior en cuanto a 

que declara fundada la demanda de prescripción adquisitiva de dominio por 

haber verificado la concurrencia de todos los requisitos necesario para su 

configuración. 

- No me encuentro de acuerdo con el considerando de la Sentencia de la Sala 

Superior en el extremo que sostiene que la posesión inició en el mes de enero 

de 1993. 

- Finalmente, sí me encuentro de acuerdo con la Resolución emitida por la Corte 

Supremo toda vez que verifica la inconcurrencia de los requisitos exigidos para 

que proceda el recurso de casación. 
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VI. ANEXOS 






































































































































































































































